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Procede la Sala a resolver la impugnación que la Secretaría de Salud Departamental interpuso contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito el 27 de julio pasado, en esta acción de tutela que promovió Teresa Velasco en contra de Asmet Salud EPS.S., el Hospital Universitario San Jorge y la recurrente. 

ANTECEDENTES





Pidió la demandante, que de “manera inmediata me operen estos cálculos que con urgencia necesito operar (sic)”. Como sustento de su pretensión expuso que desde hace varios meses viene sintiéndose muy mal; que presenta dolor abdominal, por lo cual ha tenido que asistir constantemente al médico, el que le mandó una ecografía que debió practicarse de manera particular “y por ello pedí ayuda a mis parientes más cercanos para poder recoger la plata (50.000) (sic) y así me pudieran operar”, pero que aún no le han practicado la cirugía.





La demanda, a la que se anexaron algunas copias de la historia clínica de la paciente, se admitió por auto de 14 de julio pasado, en el que entre otras cosas, se dispuso correrle traslado a las entidades accionadas y la vinculación de la Secretaría de Salud Departamental.  Asmet Salud EPS.S. manifestó que por no estar el procedimiento “VALORACIÓN CX GENERAL” incluido en el Plan Obligatorio de Salud Subisidiado debe ser la Secretaría de Salud Departamental la que se encargue de su prestación. El Hospital Universitario San Jorge expuso que a la demandante no se le ha realizado “ningún tipo de procedimiento, porque los especialistas… no lo han ordenado, toda vez que ni siquiera ha sido valorada por Cirugía General”; que “dicha valoración se encuentra programada para el día miércoles 29 de julio del año en curso, a las 12:20 a.m. con el Dr. Víctor Alfonso Castrillón y será el especialista quien determine si la paciente requiere algún procedimiento quirúrgico. La Secretaría de Salud Departamental, por su parte, dijo que el procedimiento “a tratar frente a la situación presentada para con la señora TERESA VELASCO” debe ser realizado por la entidad administradora del régimen subsidiado a la que pertenece, con la posibilidad de que repita contra el Fondo de Solidaridad y Garantía en lo que no tenga cobertura del Plan Obligatorio de Salud Subsidiado. 




Mediante sentencia dictada en la fecha referida al inicio de esta providencia, el a-quo luego de precisar que el derecho a la salud es fundamental y citar normatividad relacionada con el régimen de salud subsidiado, concluyó que “la transgresión de los derechos en este caso proviene inicialmente de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda”, pero, que en este caso en procura de la continuidad en el tratamiento que necesita la libelista “la EPS.S. debió garantizarle la prestación del servicio” porque “no es conveniente que el medicamento o el suministro de servicios y elementos médicos se suspendan para someterlo a una nueva situación frente al ente departamental”. En consecuencia, ordenó a Asmet Salud EPS-S. “que en el término de cinco (05) días contados a partir de la notificación de este fallo, si aún no lo ha hecho le realicen la VALORACIÓN CIRUGÍA GENERAL requerido (sic) por la tutelante y que le sigan garantizando la prestación del servicio de salud de la enfermedad que la aqueja, concediéndole a ésta, la facultad de recobro ante la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones”.




En término impugnó la Secretaría de Salud Departamental para solicitar que se modifique el ordinal segundo de la sentencia para disponer que la EPS-S. deberá repetir “por los gastos en que incurra en cumplimiento de la orden judicial, para ante el Fondo de Solidaridad y Garantías en Salud FOSYGA, y NO para ante la Secretaría de Salud Departamental”.

CONSIDERACIONES




Según puede verse, las razones que fundan el recurso de la entidad territorial están debidamente identificadas y a ellas han de concretarse las consideraciones de esta segunda instancia, pues la concesión del amparo constitucional no fue objeto de reparo alguno; y la Sala tampoco tiene observaciones que hacer al respecto, pues acertó el a-quo en sus consideraciones al precisar que el derecho a la salud adquiere el rango de fundamental por sí solo, y lo evidente que resulta que la enfermedad que padece Teresa Velasco y las limitaciones que la misma le representan afectan de manera seria y grave, no solo su salud, sino su vida, su dignidad humana y el desarrollo integral que el Estado, en conjunto con la familia y la sociedad deben brindarle. Por tanto, para garantizar los términos de la impugnación procede analizar si fue acertado el hecho de que se autorizara a Asmet Salud EPS.S. repetir ante la Secretaría de Salud Departamental por cuenta de los servicios ordenados y no incluidos en el POS.S., o si por el contrario debía serlo ante el Fondo de Solidaridad y Garantía. 




Se precisa, para comenzar, que como con acierto se dijo en la sentencia impugnada, el acuerdo 306 de 2005 “por medio del cual se define el plan de beneficios del Régimen Subsidiado” no contempla la valoración por cirugía general que es lo que en este momento requiere la paciente, según se deduce del informe rendido en este trámite por el Hospital Universitario San Jorge; entonces, su prestación correspondía garantizarla, en principio, a la Secretaría de Salud Departamental, según lo establecido en la Ley 715 de 2001, que en su artículo 43 dispone:

“COMPETENCIAS DE LOS DEPARTAMENTOS EN SALUD. Sin perjuicio de las competencias establecidas en otras disposiciones legales, corresponde a los departamentos, dirigir, coordinar y vigilar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en el territorio de su jurisdicción, atendiendo las disposiciones nacionales sobre la materia. Para tal efecto, se le asignan las siguientes funciones:

(…)

“43.2.2. Financiar con los recursos propios, si lo considera pertinente, con los recursos asignados por concepto de participaciones y demás recursos cedidos, la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda y los servicios de salud mental.”




Además, la Ley 1122 de 2007 (Por la cual se hacen algunas modificaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones)
, en su artículo 20  dice que:

“Las entidades territoriales contratarán con Empresas Sociales del Estado debidamente habilitadas, la atención de la población pobre no asegurada y lo no cubierto por subsidios a la demanda. Cuando la oferta de servicios no exista o sea insuficiente en el municipio o en su área de influencia, la entidad territorial, previa autorización del Ministerio de la Protección Social o por quien delegue, podrá contratar con otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud debidamente habilitadas.”





Por regla general y de conformidad con la normatividad parcialmente transcrita los medicamentos y procedimientos no incluidos en el POS.S. deben asumirse por las entidades territoriales con cargo a los recursos del régimen de transferencias y los subsidios a la oferta, pero, para este caso en procura de la continuidad en el servicio médico de Teresa Velasco debía la empresa promotora de salud encargarse de su prestación, como con tino lo dispuso el a-quo; por tanto, debe agregarse que el derecho fundamental a la salud de la libelista fue igualmente desconocido por Asmet Salud EP.S.. Sobre todo, cuando le asiste la facultad de repetir ante la Secretaría de Salud Departamental por los costos en que incurra por la prestación de servicios no incluidos en el POS.S.. Cuestión esta última que fue el objeto del recurso y ya ha sido definida con suficiencia, pues encuentra respaldo, además, en el análisis que de la Ley 1122 de 2007, hizo la Corte Constitucional en la sentencia C-463 de 2008:

“En el caso de que las EPS no estudien oportunamente los requerimientos del médico tratante para los usuarios del Régimen Contributivo respecto de servicios excluidos del POS y sean obligados a su prestación mediante acción de tutela, la sanción que impone la disposición demandada a las EPS es que los costos de dicha prestación serán cubiertos por partes iguales entre las EPS y el Fosyga. En el caso del Régimen Subsidiado está disposición deberá entenderse en el sentido de que los costos de la prestación ordenada vía de tutela serán cubiertos por partes iguales entre las EPS y las entidades territoriales, de conformidad con las disposiciones pertinentes de la Ley 715 de 2001”
 





Aunque se agrega, a favor de la recurrente, que en los términos de la ley citada y el fallo transcrito parcialmente, lo deducido es que el recobro por parte de la EPS-S., en cuanto a la valoración por cirugía general que se ordenó practicar a la accionante en la sentencia recurrida
, sea restringido en un cincuenta por ciento; en cuanto a los demás servicios médicos que sean prestados en virtud de la orden de tutela y que no se encuentren incluidos en el POS.S., la facultad de repetición no se limitará en porcentaje alguno. 





A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley

RESUELVE





1. CONFIRMAR el ordinal primero de la sentencia con la aclaración de que tanto la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda como Asmet Salud EPS.S. vulneraron el derecho constitucional fundamental a la salud de la demandante Teresa Velasco.





2. MODIFICAR el ordinal segundo en el sentido de disponer que la repetición que ante la Secretaría de Salud Departamental realice Asmet Salud E.P.S.S. por concepto de la valoración por cirugía general que se ordenó, debe ser restringida en un cincuenta por ciento y, en cuanto a los demás servicios médicos que sean prestados en virtud de la sentencia de tutela y que no se encuentren incluidos en el POS.S., no se limitará en porcentaje alguno la facultad de recobro.





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos
Gonzalo Flórez Moreno
� Que según su artículo 1°, tuvo por objeto: “realizar ajustes al Sistema General de Seguridad Social en Salud, teniendo como prioridad el mejoramiento en la prestación de los servicios a los usuarios. Con este fin se hacen reformas en los aspectos de dirección, universalización, financiación, equilibrio entre los actores del sistema , racionalización, y mejoramiento en la prestación  de servicios  de salud, fortalecimiento  en los programas  de salud pública  y de las funciones  de, inspección, vigilancia y control y la organización y funcionamiento de redes  para la prestación de servicios de salud” 


�Cfr., Sentencia C-463 de 2008. Magistrado Ponente. Doctor: Jaime Araújo Rentería


� Según puede verse a folio 4 de este cuaderno no se pudo establecer si a la demandante ya le fue practicado el examen médico que se ordenó en la sentencia. 
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